
Expte.  DI-76/2004-6
SR. ALCALDE-PRESIDENTE DEL
AYUNTAMIENTO DE SÁDABA

50670 SADABA (ZARAGOZA)

I.-  ANTECEDENTES

Primero.-  En fecha 19 de enero de 2004 tuvo entrada en nuestra
Institución escrito de queja en el que se aludía a la subida de precio que han
experimentado las plazas del centro sociosanitario “Villa de Sádaba”,
residencia de carácter público cuya gestión está encomendada a la entidad
mercantil  “Villa de Sádaba, S.L.”.

Así, se indicaba que en el mes de febrero de 2003 el matrimonio
formado por D. A., de 84 años, y Dª. B., de 80 años, ingresó en el
mencionado centro tras suscribir un contrato en el que, entre otras cláusulas,
se establecía la siguiente:

“ Durante la vigencia de este contrato, el precio no podrá ser
modificado, sin perjuicio de su actualización anual por la revisión económica,
al alza o a la baja, que se efectuará en función de la oscilación del I.P.C.
interanual “

Exponía la queja que, no obstante lo anterior, la empresa gestora de
la residencia ha procedido a incrementar la tarifa de precios para este año
2004 en un 5%, siendo que el I.P.C. del año 2003 se ha situado en un 2,6%.
Ello ha conllevado que el matrimonio en cuestión haya visto aumentado el
precio de su estancia en 66 euros al mes, sin que la dirección del centro
haya dado otra explicación que la existencia de “un déficit en las cuentas y
que no podían hacer otra cosa”.

Segundo.-  Admitida la queja a mediación del organismo competente,
en fecha 26 de enero de 2004 se remitieron sendos escritos al Ayuntamiento
de la Villa de Sádaba y al Departamento de Servicios Sociales y Familia de
la Diputación General de Aragón en los que, tras exponer los anteriores
hechos, se solicitaba un informe al respecto en el que se indicara, en
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particular, el posible incumplimiento del contrato suscrito en cuanto a la tarifa
de precios aplicable y las medidas a adoptar al respecto.

Tercero.-  En fecha 15 de abril de 2004, el Alcalde de Sádaba remitió
el siguiente escrito:

“ … 1º.- Este Ayuntamiento en fecha 26 de septiembre de 2002
adjudicó la Gestión y Explotación de la Residencia, Centro de Día y
Apartamentos de la Tercera Edad de Sádaba a la empresa  Residencia Villa
de Sádaba por el periodo inicial de diez años, con las posibles prórrogas y
conforme al pliego de cláusulas que rige el mismo.

2º.- En el Pliego de Cláusulas citado y en referencia a los precios a
aplicar se especifica que el adjudicatario tiene derecho a percibir las
retribuciones o tarifas correspondientes por la prestación del servicio y que
con efectos de 1 de Enero de cada año, se revisarán las tarifas en la cuantía
que experimente el I.P.C. durante los 12 meses anteriores.

3º.- Que hasta la fecha la única subida de precios aplicada que tiene
conocimiento esta Alcaldía es de un total de 5% sobre los precios
inicialmente aprobados.

4º.-  Que la Residencia se puso en funcionamiento en el año 2002, en
su consecuencia y de conformidad con las condiciones del Pliego, las
posibles subidas de tarifas podían ser del 4% (enero 2003) y del 2,6% (enero
2004), es decir, un total del 6,6% de subida de las tarifas.

5º.-  Siendo que se comunicó a esta Alcaldía que la subida total a
efectos de enero de 2004 desde el inicio del funcionamiento de la Gestión de
la Residencia iba a ser del 5% de las tarifas iniciales, esta Alcaldía considera
que al no superar el límite máximo del 6,6% que estaba permitido no era
preciso que este Ayuntamiento adoptase ninguna medida para que la
empresa se ajustase a lo establecido en el Pliego de Cláusulas.

6º.-  Asimismo, siendo que en el escrito de queja se menciona que la
explicación dada por la Dirección del Centro se basa en que existe un déficit
en las cuentas, también he de informarle que en el propio Pliego se cita
expresamente que el adjudicatario puede revisar las tarifas cuando, aun sin
mediar modificaciones en el servicio, circunstancias sobrevenidas e
imprevisibles determinaren la ruptura de la economía de la concesión.

Como conclusión, únicamente podemos informarle de que este
Ayuntamiento viene siendo informado del funcionamiento de la Residencia,
considerando que los Servicios que vienen prestando son coherentes y de
buena calidad, no habiéndose disminuido en ningún momento, siendo,
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aplicándose además, unas tarifas muy ajustadas en relación a los servicios
que presta, conforme a la oferta que en su momento presentaron, y que la
elevación de las tarifas desde el momento del inicio del funcionamiento no ha
superado el 6,6% de subida de las tarifas que como máximo y sin
autorización está permitido, sino que ha sido inferior al previsto, motivos
todos ellos por los cuales este Ayuntamiento no ha considerado necesario
oponerse a la citada subida “.

Cuarto.-  El Departamento de Servicios Sociales y Familia del
Gobierno de Aragón nos ha remitido en fecha 7 de julio de 2004 el siguiente
informe:

“ Con fecha 25 de febrero de 2004 tuvo entrada en este Centro
directivo escrito de D. A., a través del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, de contenido similar a la Queja formulada ante esta Institución por
el mismo interesado.

En la fecha de recepción de dicho escrito la residencia arriba
mencionada todavía no había presentado la tarifa aplicable para 2004 (es
preceptiva su presentación anual), encontrándose en plazo para hacerlo.

La inspección de centros sociales se puso en contacto telefónico con
la residencia solicitando una explicación a lo planteado en la queja,
recibiendo la contestación verbal, por parte del Gerente de la entidad que
gestiona la Residencia –de titularidad municipal – que la subida de la cuota,
por encima del IPC de 2003, había sido autorizada por el Ayuntamiento de
Sádaba, requiriéndoles para que acreditaran este extremo por escrito,
aportando certificación del correspondiente acuerdo municipal.

Con fecha 11 de marzo tuvo entrada en el Registro General del
Gobierno de Aragón escrito de la entidad gestora de la Residencia, y
suscrito por su gerente, el Sr. C., reiterando el argumento expuesto en el
punto anterior pero sin aportar prueba documental de tipo alguno.

De nuevo, telefónicamente, se informó a Gerencia de la residencia
que dicho escrito era insuficiente, debiendo aportar documento que avalara
la autorización y sus razones.  Se nos informó que el Sr. B. ya estaba
conforme con la subida y había comprendido sus razones.

Con fecha 18 de mayo tiene entrada en el registro nuevo escrito del
Sr. C.  en el que comunica literalmente si bien transcrito de forma extractada
que  “el Sr. A. está ocupando una plaza residencial en Apartamento, no en
habitación individual, lo que supone un coste real superior a lo que (…) está
abonando por su plaza (…).  Por ello nos hemos visto obligados a efectuar
esta subida (…) autorizados por el Ayuntamiento (…) a él y a todos los
residentes.
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Este Centro directivo sigue considerando esta respuesta incompleta,
razón por la cual, con esta misma fecha, se ha enviado nuevo requerimiento,
cuya copia se adjunta, para que aporten la presentación de los documentos
pertinentes, así como aclaración suficiente de la actuación seguida “

ll.-  CONSIDERACIONES  JURÍDICAS

Primera.-  La cuestión que plantea la queja formulada en esta
Institución es la subida del precio de las plazas de la residencia municipal
“Villa de Sádaba” , que se encuentra gestionada por la empresa  “Residencia
Villa de Sádaba”.  Esta entidad resultó adjudicataria de la gestión y
explotación de la residencia conforme al pliego de cláusulas que se formuló
en su día.

Efectivamente, el incremento de las tarifas para el año 2004 ha sido
superior al estipulado en los contratos suscritos por los usuarios, que a este
respecto disponen que “Durante la vigencia de este contrato, el precio no
podrá ser modificado, sin perjuicio de su actualización anual por la revisión
económica, al alza o a la baja, que se efectuará en función de la oscilación
del I.P.C. interanual”.   A pesar de que el IPC de 2003 se situó en un 2,6%,
la entidad gestora del centro ha incrementado las tarifas en un 5%.

Segunda.-  El Ayuntamiento de Sádaba considera justificada la
subida en ese porcentaje, alegando que el año anterior no se produjo ningún
incremento de tarifas lo que permite, a su entender, acumular los IPC de las
anualidades en que no se ha producido ninguna subida, actuando así el
resultado de esa suma como tope máximo del incremento posible.

No comparte esta Institución la interpretación municipal de las
cláusulas que abordan estas cuestiones:  por una parte, según señala el
informe del Consistorio, en el pliego de cláusulas administrativas se
especifica que el adjudicatario tienen derecho a percibir las retribuciones o
tarifas correspondientes por prestación del servicio y que con efectos de 1
de Enero de cada año se revisarán las tarifas en la cuantía que experimente
el I.P.C. durante los 12 meses anteriores;  por otra parte,  el contrato suscrito
entre el usuario y la entidad gestora hace también referencia a la
actualización anual, al alza o a la baja, que se efectuará en función de la
oscilación del I.P.C. interanual.

Como se observa, las referencias que las anteriores estipulaciones
realizan al IPC como criterio de actualización, especifican que se ha de tratar
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del que se ha producido en el año anterior, lo que impide, a nuestro juicio,
modificar los precios de una determinada anualidad con arreglo a cifras de
IPC distintas a la correspondiente al año anterior.  Consideramos que tanto
el pliego de cláusulas administrativas como el contrato del centro no
autorizan a realizar incrementos de tarifas superiores al IPC del año anterior,
teniendo en cuenta además la inseguridad que para los usuarios de la
residencia conllevaría la interpretación del Consistorio, pues podrían verse
sorprendidos en alguna anualidad con una subida de precios acumulada que
no pudieran afrontar.

Se desconocen los motivos por los que la empresa adjudicataria no
incrementó los precios del servicio durante el año 2003, pero lo cierto es que
esta decisión no le autorizaba, en nuestra opinión, a subirlos en mayor
porcentaje en el 2004.

Tercera.-  Por otra parte, señala el Ayuntamiento de Sádaba que el
pliego de cláusulas también contempla la posibilidad de que el adjudicatario
pueda revisar las tarifas cuando, aún sin mediar modificaciones en el
servicio, circunstancias sobrevenidas e imprevisibles determinaren la ruptura
de la economía de la concesión.  Señalar, a este respecto, que no consta ni
se deduce de la documentación aportada al expediente que a la empresa
adjudicataria le haya sobrevenido alguna circunstancia de este carácter que
resulte tan relevante como para producir una revisión de los precios de las
plazas con carácter excepcional y al margen de la fórmula normal pactada.

Consideramos que, de concurrir estas circunstancias extraordinarias
deberían, además de acreditarse debidamente, ponerse en conocimiento
inmediato de la Administración titular del centro a fin de valorar si
efectivamente se está ante una situación sobrevenida e imprevisible, lo que
no parece que se haya producido en el caso que nos ocupa por el mero
hecho de que se haya alegado verbalmente a algún usuario  “que había un
déficit en las cuentas”,  no estando obligados los residentes a soportar las
repercusiones de los problemas económicos que puedan afectar a la
empresa gestora.

Cuarta.-  El  Decreto 111/1992, de 26 de mayo, de la Diputación
General de Aragón, por el que se regulan las condiciones mínimas que han
de reunir los servicios y establecimientos sociales especializados, atribuye al
Gobierno de Aragón  “  … la función inspectora de todos los servicios y
establecimientos sujetos a esta ordenación, así como de las Entidades de
las que dependen, con el objeto de comprobar el cumplimiento de la
normativa de servicios sociales, y tutelar de esa manera los derechos de los
usuarios en la ordenación de los servicios prevista en este Decreto” (artículo
28).
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“Son funciones básicas de la labor inspectora en la materia: … b)
Velar por el respeto de los derechos de los usuarios, de conformidad con las
normas contenidas en este Decreto.”  (artículo 30).

En todos los servicios y establecimientos se estará obligado a:

“… 7.  Exponer en tablón de anuncios la tarifa de precios debidamente
comunicada y sellada por la Dirección General de Bienestar Social y
Trabajo”

La información obtenida por el Departamento de Servicios Sociales y
Familia de la DGA sobre las razones del incremento de tarifas no coincide
con la facilitada a esta Institución por el Ayuntamiento de Sádaba, pues la
gerencia de la empresa adjudicataria alega ante el Gobierno de Aragón el
carácter de la plaza que está ocupando un usuario (“en Apartamento no en
habitación individual “) para justificar los nuevos precios, circunstancia a la
que el Consistorio no alude en ningún momento.

Por otra parte, no consta a esta Institución que el Sr. A. haya
mostrado su conformidad al incremento de la tarifa efectuado.

III.-  RESOLUCIÓN

Por todo lo anteriormente expuesto y en virtud de las facultades que
me confiere la Ley 4/1985, de 27 de junio, Reguladora del Justicia de
Aragón, me permito formularle la siguiente

SUGERENCIA

PRIMERA.-  Que, por parte del Ayuntamiento de Sádaba, se
adopten las medidas precisas en orden al cumplimiento de lo dispuesto en el
pliego de cláusulas administrativas referente al derecho del adjudicatario a
percibir y revisar las tarifas correspondientes por la prestación del servicio.

SEGUNDA.- Que, por parte del Departamento de Servicios
Sociales y Familia de la Diputación General de Aragón,  se continúen
desarrollando las actuaciones de inspección y control precisas sobre las
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tarifas de precios vigentes en la residencia municipal “Villa de Sádaba” y su
adecuación a la documentación administrativa y contractual aplicable.

Agradezco de antemano su colaboración y espero que en un plazo no
superior a un mes me comunique si acepta o no la Sugerencia formulada,
indicándome, en este último supuesto, las razones en que funde su negativa.

15 de Julio de 2004

EL JUSTICIA DE ARAGÓN

FERNANDO GARCÍA VICENTE


